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RADICACIÓN:    660013187004201700030-01                                                    ACCIONANTE:  ARACELLY OSORIO AGUIRRE

En Rep. RAMIRO ANTONIO LÓPEZ OSORIO

CONFIRMA PARCIALMENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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RAMIRO ANTONIO LÓPEZ OSORIO
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Magistrado Ponente: 
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Temas: 
DERECHO A LA SALUD. [A]l observarse que fue la ARL POSITIVA la encargada de iniciar los trámites para la atención de los servicios médicos asistenciales al accionante, amén del reporte del accidente ocurrido en mayo 6 de 2017, por su calidad de afiliado, es evidente que hasta tanto se encuentre en firme la decisión por la cual se determine el origen común o profesional de la lesión que ostenta el paciente, deberá continuar con la prestación de los mismos, hasta que exista un dictamen definitivo, ya que de corroborarse que éstas correspondían a la E.P.S. SALUD TOTAL, podrán exigir los reembolsos respectivos a que alude el artículo 5º, parágrafo 3 de la Ley 1562 de 2012. Así las cosas, se hacía necesario que el juez constitucional interviniera con el fin de velar por la protección de los derechos fundamentales a la salud de los que es titular el señor RAMIRO ANTONIO LÓPEZ OSORIO, como en efecto así se dispuso, por lo cual se acompañará el fallo adoptado por el a quo. No obstante lo anterior y como quiera que el a quo solo ordenó a la ARL que le brindara al actor los procedimientos prescritos como consecuencia de la enfermedad que actualmente presenta como de origen laboral, esto es, la contractura de los músculos paravertebrales de la columna, al dejar de lado aquellas otras dolencias que aunque en principio se dictaminaron como de índole común, aún no se ha definido tal asunto, se adicionará el numeral segundo del fallo en el sentido de ordenar a la A.R.L. POSITIVA que igualmente le preste al señor RAMIRO ANTONIO LÓPEZ OSORIO los servicios médicos que necesite con ocasión de las demás patologías que sufre y que fueron catalogadas en principio como de tipo común, esto es, “discopatia dominante L4-L5 con pequeña hernia protruida y compromiso foraminal para L4 bilateral de predominio izquierdo”; lo dicho, hasta tanto se encuentre en firme la decisión por la cual se establezca tal circunstancia, y de considerarse que su prestación le correspondía a la E.P.S. SALUD TOTAL podrán exigir los reembolsos pertinentes como lo predica el artículo 5º, parágrafo 3 de la Ley 1562 de 2012.
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Pereira, trece (13) de julio de dos mil diecisiete (2017).
                                                         
     Acta de Aprobación N° 665
                                                    Hora: 4:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la apoderada del representante legal de POSITIVA, COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A., contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, con ocasión de la acción instaurada por la señora ARACELLY OSORIO AGUIRRE, como madre y agente oficiosa del señor RAMIRO ANTONIO LÓPEZ OSORIO.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela se pueden sintetizar así: (i) RAMIRO ANTONIO LÓPEZ OSORIO quien trabaja con la empresa JR CONSTRUCTOR, sufrió el pasado 8 de mayo un accidente laboral en la ciudad de Popayán, siendo atendido en una institución médica de dicha capital; (ii) aunque requería una resonancia magnética no le fue autorizada por la ARL POSITIVA, y aun así del Hospital San José se le dio de alta con cinco días de incapacidad; (iii) ante los fuertes dolores de espalda y columna y la falta de movilidad en su pinera izquierda, una vez llegó a la ciudad de Pereira, fue hospitalizado en la Clínica Comfamiliar Risaralda, donde se dispuso la mencionada resonancia, la cual tampoco fue autorizada por la ARL POSITIVA, y (iv) pidió como medida provisional que se ordene a dicha ARL autorice dicho procedimiento.

Solicita en consecuencia la protección de los derechos fundamentales a la salud y la vida.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez se avocó el conocimiento de la acción constitucional, el juez de primera instancia concedió la medida provisional reclamada, por lo cual ordenó a la ARL POSITIVA que autorizara y dispusiera la práctica de la resonancia magnética; así mismo dispuso correr traslado de la demanda a la ARL POSITIVA, a JR CONSTRUCTOR, a la Clínica Comfamiliar Risaralda y vinculó oficiosamente a SALUD TOTAL E.P.S.

- El Secretario General de la Comfamiliar indicó que el señor  LÓPEZ OSORIO se encuentra hospitalizado y está pendiente del reporte de la resonancia nuclear magnética que le fue practicado en mayo 19 de 2017.

- El representante legal de JR CONSTRUCTODO S.A.S, informa que el señor RAMIRO ANTONIO, está vinculado a dicha empresa desde febrero 17 de 2017 con el fin de ejecutar labores en la ciudad de Popayán en la construcción del Comando de Policía de esa capital, quien el 6 de mayo sufrió un accidente en el desempeño de sus funciones, lo cual fue reportado a la ARL POSITIVA.

- La apoderada del representante legal de la A.R.L. POSITIVA, expresa lo siguiente: (i) con fundamento en la medida provisional, se ordenó la resonancia magnética para el señor RAMIRO LÓPEZ, que se realizó en mayo 19 de 2017; (ii) el evento reportado por el actor fue calificado por la ARL mediante dictamen 1555012 de mayo 20 de 2017 como de origen mixto, siendo la patología laboral la denominada “contractura muscular de músculos paravertebrales de columba lumbar” y las de tipo común “discopatia dominante L4-L5 cion pequeña hernia protruida y compromiso foraminal para L4 bilateral de predominio izquierdo”; (iii) la entidad le ha brindado las prestaciones requeridas en relación con la enfermedad laboral, pero con respecto a los diagnósticos de índole común deberán ser garantizados por al EPS a la que está afiliado; (iv)  la ARL no ha vulnerado derecho fundamental alguno, pues la resonancia magnética ya fue efectuada, incluso con antelación al recibo de la tutela, por lo cual se está ante un hecho superado, y (v) pide en se declare improcedente la acción constitucional.
- Por parte de la EPS SALUD TOTAL, se guardó silencio.
3.2.- Culminado el término constitucional el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira mediante sentencia de mayo 25 de 2017 tuteló el derecho fundamental a la salud  del señor RAMIRO ANTONIO LÓPEZ OSORIO, y en ese sentido ordenó dejar como definitiva la medida provisional adoptada en mayo 19 de 2017, e igualmente que la A.R.L. POSITIVA realice en favor del actor todos los procedimientos prescritos por el galeno tratante y que sean derivados de la patología que ostenta como de tipo laboral, hasta que del estudio y revisión de su historia médica se pueda establecer el origen de la enfermedad padecida por éste. Así mismo se dispuso la desvinculación de Comfamiliar Risaralda y JR CONSTRUCTOR.
4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno la apoderada del representante legal de la A.R.L. POSITIVA, allegó memorial por medio del cual expuso su inconformidad con iguales argumentos a los referidos al momento dar respuesta a la tutela y en consecuencia pide se revoque el fallo proferido pues dicha entidad no ha vulnerado derechos fundamentales, al haber brindado las asistencias para su dolencia de tipo laboral, ya que en relación con los diagnósticos de tipo común es la EPS la encargada de su atención.  

Agrega que el a quo contradice la lógica del sistema de seguridad social al escudarse en el principio de continuidad al disponer que dicha ARL brinde la atención que requiera el señor LÓPEZ OSORIO, independientemente de su origen, máxime que no se ha otorgado ningún tipo de prestación en relación con las patologías de índole común y por ende, además de revocar el fallo, se debe ordenar a al EPS que brinde las asistencias pertinentes frente a las dolencias no derivadas del accidente de trabajo.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto tuteló el derecho fundamental a la salud del accionante RAMIRO ANTONIO LÓPEZ OSORIO. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la entidad recurrente.

5.2.- Solución a la controversia

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el tema bajo estudio el juez de primera instancia, luego del análisis previo, estimó que en este caso se vulneraba al accionante LÓPEZ OSORIO el derecho a su salud, lo que conllevó a ordenar a la A.R.L. POSITIVA que le garantizara todos los procedimientos que le sean prescritos y originados en la patología que actualmente presenta como resultado de un accidente de trabajo, hasta que del estudio y revisión de la historia médica laboral se pueda determinar el origen de la enfermedad padecida por éste.
La jurisprudencia tiene sentado que la acción de tutela procede cuando: “(i) no existan otros medios de defensa judiciales para la protección del derecho amenazado o desconocido; cuando (ii) existiendo esos mecanismos, estos no sean eficaces o idóneos para salvaguardar los derechos fundamentales en el marco del caso concreto, evento en que la tutela desplaza el medio ordinario de defensa; o cuando (iii) sea imprescindible la intervención del juez constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable (art. 86, C.P.), hipótesis en la cual el amparo opera, en principio, como mecanismo transitorio de protección.
” 
. Bajo ese entendido se advierte que al considerarse que los medios ordinarios que tiene el accionante para procurar la atención asistencial por parte de la A.R.L. no son los más eficaces, se hacía necesaria la intervención del juez  de tutela en procura de brindar la protección a los derechos vulnerados, como así lo ha expresado la misma jurisprudencia constitucional.
Ahora bien el quid del asunto y que motivó a la A.R.L. a impugnar la providencia de primera instancia, obedece a que los eventos calificados como comunes están a cargo de la E.P.S. a la cual se encuentra afiliado el enfermo, máxime que para este caso concreto la entidad por medio de sus galenos establecieron que solo la contractura de los músculos paravertebrales de columna lumbar son de origen laboral, en tanto los demás -discopatía dominante  L4 L5 con pequeña hernia protruida y compromiso foraminal para L4 bilateral de predominio izquierdo- son de índole común, y por ende sería la E.P.S. la encargada de las prestaciones asistenciales.

En principio debemos indicar que ha sido clara la jurisprudencia al expresar que la ayuda médico asistencial a que tiene derecho un trabajador como consecuencia de un accidente de trabajo o de un padecimiento profesional, debe ser reconocida y pagada por la A.R.L. a la cual se encuentra vinculado al momento de ocurrido el incidente, véase:

 “3.2. El artículo 254 de la Ley 100 de 1993 “por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se dictan otras disposiciones”, desarrolla la prestación médico asistencial en cabeza de las administradoras de riesgos profesionales. Dispone que los servicios de salud derivados de un accidente de trabajo o enfermedad profesional, serán prestados por las EPS, la cuales repetirán contra la ARP a la cual esté afiliado el trabajador. No obstante, la norma citada debe ser leída en armonía con la Ley 776 de 2002 “por la cual se dictan normas sobre organización, administración y prestaciones del Sistema General de Riesgos Profesionales” la cual desarrolla las obligaciones del sistema de aseguramiento por riesgos profesionales. Resulta relevante de la disposición señalada, el contenido del parágrafo 2 del artículo 1; de lo allí expuesto se tiene que las prestaciones médico asistenciales a que tiene derecho un trabajador como consecuencia de un accidente de trabajo o de una enfermedad profesional, debe ser reconocida y pagada por la ARP a la cual se encuentra afiliado al momento en que ocurrió el accidente, o en el caso de enfermedad profesional, al momento de requerir la prestación. (…)”

Tal situación fue la que tuvo ocurrencia en este asunto, pues mírese que una vez se reportó por parte de la empresa JR CONSTRUCTODO S.A.S. el accidente de trabajo ocurrido en mayo 6 de 2017, se dispuso la atención del señor RAMIRO ANTONIO LÓPEZ en el Hospital San José de Popayán (C.) y no obstante que dentro de los exámenes que se le prescribieron se encontraba una resonancia magnética, ésta solo fue practicada en mayo 19 de 2017, esto es, la misma fecha que el juez constitucional ordenó tal procedimiento como medida provisional.

En este evento por parte de la ARL POSITIVA se realizó dictamen para establecer el origen de las patologías que ostenta el señor RAMIRO ANTONIO LÓPEZ, en el cual indicó que solo una era producto de su actividad laboral, mas no aquellas que comprometen algunas de las vértebras de su columna donde presenta una hernia protruida. Y pese a que por parte de la ARL POSITIVA, ni mucho menos por parte de SALUD TOTAL EPS -la cual guardó silencio este trámite-, se hubiera hecho alusión a la existencia de una controversia frente al origen del padecimiento que tiene el actor, para la Sala es evidente que la misma ya se zanjó con la decisión unilateral de al ARL de calificar solo una de las dolencias como derivada de su trabajo, respecto de la cual le prestará las asistencias necesarias, pero las demás, como así se entiende de lo dicho por la recurrente, serán del resorte de la EPS, a la cual está afiliado, esto es, la EPS SALUD TOTAL.
La jurisprudencia antes anotada, es clara igualmente al referir que en el evento de presentarse alguna controversia, como la que seguramente ya ocurre en este caso, el afiliado no puede quedar desamparado de sus servicios de salud, pues en el evento de determinarse que la ARL no es la obligada a brindar la atención requerida al probar que las consecuencias del accidente o padecimiento no deben ser por ella amparadas, sino por la EPS, puede repetir contra quien considere que sí debe hacerlo. Mírese lo que al respecto también se indicó en la providencia atrás aludida por parte del alto Tribunal Constitucional:

“3.3. Por otra parte, la Corte se ha referido a la continuidad en la prestación del servicio de salud, en eventos en que, no habiendo certeza probatoria sobre el origen de una enfermedad o secuelas de ésta –pero presuntamente tal situación responde a un accidente de trabajo o a una enfermedad profesional-, surge una controversia entre la ARP y la EPS, y el usuario del Sistema se queda sin acceso a los servicios de salud que requiere, porque tanto la EPS como la ARP se abstienen de suminístralos. La Corporación ha reiterado que (i) la falta de certeza sobre el origen de un accidente o enfermedad, y (ii) los problemas administrativos que surjan entre entidades del Sistema de Seguridad Social, por la responsabilidad en la prestación del servicio de salud, no puede afectar, en ningún caso, el derecho de los usuarios a continuar sus tratamientos médicos, o a que se les autoricen los medicamentos y exámenes ordenados por el médico tratante, hasta tanto el afiliado o usuario de Sistema, recupere su salud o se estabilice.
,
 

3.4. De lo visto anteriormente, se concluye que una aseguradora de riesgos profesionales debe continuar con la prestación de los servicios médico asistenciales, asumidos y ya iniciados, que requiere una persona, cuando ésta ha sufrido un accidente de trabajo o padece una enfermedad profesional, o presenta secuelas en razón de tales eventos. Este deber se mantiene, incluso, si existe conflicto sobre el origen del riesgo sufrido, pero se tienen indicios de que el hecho que le causó el perjuicio en su salud es de origen laboral. En todo caso, si la entidad considera y prueba que las consecuencias del accidente o enfermedad no deben ser por ella amparadas, puede repetir contra quien considere que sí debe asumirlas(…).”

Aunque de la cita en referencia se advierte que los servicios de salud o su continuidad no pueden suspenderse, la ARL se abstuvo de brindar la internación del enfermo en un servicio de complejidad alta, mediante formato de negación de mayo 17 de 2017 al estimar que lo solicitado no era pertinente pues el mismo obedece a enfermedad que no es derivada de su accidente de trabajo.
Si bien es cierto, en este caso por parte del grupo interdisciplinario de la A.R.L. de Popayán (C.) se realizó estudio y se estableció en mayo 20 de 2017 que el accidente del señor RAMIRO ANTONIO LÓPEZ OSORIO era de tipo mixto, en tanto presenta patologías de índole laboral y de enfermedad común, se desconoce hasta este momento si tal decisión le fue notificada al accionante
 o a la EPS SALUD TOTAL, para que en el evento de trabarse la controversia frente al origen de la lesión, se adelantara el procedimiento reglado en el Decreto 1295 de 1994.
Y es que de conformidad con el artículo 142 del Decreto 019 de 2012 -Ley antitrámites- de no estar de acuerdo el interesado en la calificación de la contingencia deberá manifestar su desacuerdo dentro de los diez (10) días siguientes -al de la notificación- y la entidad remitirlo a las Juntas de Calificación de Invalidez Regional dentro de los cinco (5) días siguientes, para que a su vez éstos adopten una determinación e incluso se puede acudir en recurso ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez. Procedimiento que al parecer no se ha llevado a cabo o por lo menos de ello nada fue informado por parte de la A.R.L. POSITIVA, no obstante que tal situación debe ser de su pleno conocimiento. 
En ese orden de ideas, y al observarse que fue la ARL POSITIVA la encargada de iniciar los trámites para la atención de los servicios médicos asistenciales al accionante, amén del reporte del accidente ocurrido en mayo 6 de 2017, por su calidad de afiliado, es evidente que hasta tanto se encuentre en firme la decisión por la cual se determine el origen común o profesional de la lesión que ostenta el paciente, deberá continuar con la prestación de los mismos, hasta que exista un dictamen definitivo, ya que de corroborarse que éstas correspondían a la E.P.S. SALUD TOTAL, podrán exigir los reembolsos respectivos a que alude el artículo 5º, parágrafo 3 de la Ley 1562 de 2012.
Así las cosas, se hacía necesario que el juez constitucional interviniera con el fin de velar por la protección de los derechos fundamentales a la salud de los que es titular el señor RAMIRO ANTONIO LÓPEZ OSORIO, como en efecto así se dispuso, por lo cual se acompañará el fallo adoptado por el a quo.

No obstante lo anterior y como quiera que el a quo solo ordenó a la ARL que le brindara al actor los procedimientos prescritos como consecuencia de la enfermedad que actualmente presenta como de origen laboral, esto es, la contractura de los músculos paravertebrales de la columna, al dejar de lado aquellas otras dolencias que aunque en principio se dictaminaron como de índole común, aún no se ha definido tal asunto, se adicionará el numeral segundo del fallo en el sentido de ordenar a la A.R.L. POSITIVA que igualmente le preste al señor RAMIRO ANTONIO LÓPEZ OSORIO los servicios médicos que necesite con ocasión de las demás patologías que sufre y que fueron catalogadas en principio como de tipo común, esto es, “discopatia dominante L4-L5 con pequeña hernia protruida y compromiso foraminal para L4 bilateral de predominio izquierdo”; lo dicho, hasta tanto se encuentre en firme la decisión por la cual se establezca tal circunstancia, y de considerarse que su prestación le correspondía a la E.P.S. SALUD TOTAL podrán exigir los reembolsos pertinentes como lo predica el artículo 5º, parágrafo 3 de la Ley 1562 de 2012.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  
FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia de tutela objeto de este proferimiento.
SEGUNDO: SE ADICIONA el numeral segundo del fallo en el sentido de ordenar a la A.R.L. POSITIVA, que igualmente le preste al señor RAMIRO ANTONIO LÓPEZ OSORIO los servicios médicos que requiera con ocasión de las demás patologías que padece y que fueron catalogadas en principio como de origen común, esto es, “discopatia dominante L4-L5 con pequeña hernia protruida y compromiso foraminal para L4 bilateral de predominio izquierdo”; lo dicho, hasta tanto se encuentre en firme la decisión por la cual se clarifique tal situación, y de considerarse que éstas correspondían a la E.P.S. SALUD TOTAL, podrá solicitar los reembolsos respectivos como lo predica el artículo 5º, parágrafo 3 de la Ley 1562 de 2012.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sobre el carácter irremediable del perjuicio, la Corporación ha sostenido que “es indispensable acreditar los presupuestos de necesidad, urgencia, gravedad e inminencia. Al respecto, la Corte ha señalado que en primer lugar hay que examinar si las acciones u omisiones son manifiestamente ilegítimos y contrarios a derecho, pues de otra manera no se violan ni amenazan los intereses del presunto afectado. En segundo lugar, el daño debe ser grave, sólo la irreparabilidad que recae sobre un bien de gran significación objetiva para la persona puede ser considerado como grave. Además, el perjuicio tiene que ser inminente, es decir, que se haría inevitable la lesión de continuar una determinada circunstancia de hecho. Y ante esa inminencia, las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio deben ser urgentes, impostergables.” (sentencia T-929 de 2002, M.P. Jaime Córdoba Triviño).


� Corte Constitucional, Sentencia T-217 de 2014, M.P. María Victoria Calle Correa


� Corte Constitucional, Sentencia T-994 de 2012. M.P. María Victoria Calle Correa.


� Ver la sentencia T-237 de 2009 (M.P. Clara Inés Vargas Silva): en esta ocasión la Corte presumió que los padecimientos del actor eran origen laboral, dado que el trabajador había sido internado de urgencia por presentar “ulceras” en sus pies, porque el piso de su lugar de trabajo presentaba altas temperaturas. En el mismo sentido se puede consultar la sentencia T-555 de 2006 (M.P. Humberto Antonio Sierra Porto).  


� También se ha estimado en jurisprudencia concordante que mientras se resuelve el conflicto entre el empleador y la ARP, porque ésta no está de acuerdo con la calificación como accidente de trabajo de una situación de riesgo sufrida por el trabajador, no se le pueden suspender al afectado los servicios médicos que se le venían prestando. Ese es el caso de la sentencia    T-875 de 2004�; en esa oportunidad, la Corte estudió el caso de una ARP que asumió el pago de las incapacidades y la prestación médico asistencial, durante un año, de un trabajador que sufrió un accidente cuando le intentaron robar la buseta que conducía, y tal situación fue reportada por su empleador como accidente de trabajo. Sin embargo, después de prestar los primeros servicios, la ARP objetó el origen del accidente, suspendió la atención médica al trabajador, argumentando que el día en que ocurrió el accidente era domingo, y que los domingos los conductores no deben respetar horarios laborales, y pueden establecer su propia ruta. La Sala de Revisión reprochó la decisión unilateral adoptada por la ARP accionada, concluyendo que: “[…] esta determinación es un acto unilateral y arbitrario, adoptado por la ARP por sí, ante sí y a su propio beneficio, en el que no se permitió ni siquiera la intervención del afectado, ni del empleador, o de las entidades que asumen los accidentes de trabajo o enfermedades de origen común. Ni, mucho menos, de las autoridades competentes en fijar el origen del accidente. El afectado se vio, entonces, avocado a buscar en las otras entidades demandadas la asistencia que su salud requiere, y se encontró con el hecho de que tales entidades no aceptan la autocalificación del origen del accidente que profirió la ARP. La decisión de la ARP […] puso al demandante soportar las graves consecuencias de la decisión unilateral que tomó.”


� Se observa a partir del folio 54, copia del dictamen 1555012 de mayo 20 de 2012 por el cual se determinó por parte de la ARL el origen del accidente,  sin saberse si el mismo en efecto se le notificó al señor RAMIRO ANTONIO LÓPEZ, en tanto no aparece que hubiera suscrito el acta de notificación visible a folio 59. 
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